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Dª. TERESA PUENTE VILLEGAS Y JIMÉNEZ DE ANDRADE

En MADRID, a catorce de diciembre de dos mil cuatro.

VISTO en grado de apelación ante esta Sección 25 de la Audiencia Provincial de MADRID, los Autos de PROCEDIMIENTO ORDINARIO 1026/2001, procedentes del JDO. PRIMERA INSTANCIA N. 6 de MADRID, a los que ha correspondido el Rollo 713/2003, en los que aparece como parte apelante: EL DERECHO EDITORES, S.A. representado por la procuradora Dª. AMPARO RAMÍREZ PLAZA y como apelado: EDITORIAL ARANZADI, S.A. representado por el procurador D. GUSTAVO GÓMEZ MOLERO, y siendo Magistrado Ponente el Ilmo. Sr. D. CARLOS LÓPEZ MUÑIZ CRIADO.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Que los autos originales núm. 1026/01, procedentes del Juzgado de Primera Instancia Núm. 6 de los de Madrid, fueron remitidos a esta Sección Vigesimoquinta de la Audiencia Provincial de Madrid, de conformidad con lo dispuesto en las Normas de Reparto aprobadas por la Sala de Gobierno del Excmo. Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

SEGUNDO.- Que por la Ilma. Sra. Dª. Pilar López Asensio, Magistrado Juez del Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Madrid, se dictó sentencia 130/03 con fecha 13 de Junio de 2003, cuya PARTE DISPOSITIVA dice así: FALLO.- "Que debo desestimar y desestimo la demanda presentada por EL DERECHO EDITORES, S.A., contra EDITORIAL ARANZADI, S.A., a la que absuelvo de las peticiones contra ella formuladas. Las costas deberán ser abonadas por el actor. Desestimando igualmente la reconvención formulada por EDITORIAL ARANZADI, S.A., contra EL DERECHO EDITORES S.A., a la que absuelvo de las peticiones formuladas de contrario. Las costas deberán ser abonadas por el demandado."

TERCERO.- Que contra dicha Sentencia se preparó e interpuso en tiempo y forma recurso de apelación por la representación de la parte demandante, la Procuradora Sra. Ramírez Plaza, dándole traslado del mismo a la parte demandada, quien presentó en tiempo y forma escrito de oposición al recurso entablado; remitiéndose los autos a esta Sección Vigesimoquinta, se señaló para deliberación, votación y fallo del presente recurso el día 2 de Diciembre del año en curso.

CUARTO.- Que en la tramitación del presente recurso se han observado las prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - Tras ser dictada sentencia en la primera instancia en el pleito promovido por EDITORIAL ARANZADI y en el que se condenó a EL DERECHO EDITORES, aquélla envió una carta circular donde, además de indicar erróneamente que la sentencia era firme y que las sentencias del Tribunal Supremo correspondientes a los años 1986 a 1989 provenían de las de EDITORIAL ARANZADI, utiliza frases y expresiones que la demandante considera calificables como acto de denigración y de comparación desleal, entendiendo que la fe de erratas rectificadora de los dos errores indicados sólo se llevó a cabo cuando fue recibida la copia del recurso de apelación interpuesto donde se denunciaba la comunicación epistolar, lo que le lleva a ejercitar las acciones previstas en el artículo 18 LCD, previa declaración de competencia desleal de la actuación de la demandada por entender que con el envío de la carta realizó un acto de denigración, por faltar a la verdad, y de comparación desleal. La parte demandada se opuso y planteó reconvención, que tras ser rechazada en la primera instancia, no reitera en esta alzada.

La sentencia de primera instancia, tras analizar la carta y la fe de erratas, desestima la demanda al entender que no se produjo el acto de competencia desleal denunciado y rechaza igualmente la reconvención.

Recurre únicamente la parte actora reiterando sus pretensiones.

SEGUNDO.- Las frases de la carta remitida por EDITORIAL ARANZADI a las que la parte actora otorga el calificativo con el que justifica las acciones emprendidas, y que ahora reitera en su recurso, son las siguientes:

"La sentencia hecha firme el 26 de julio de 2001", frase que contraviene la realidad, pues la resolución está recurrida.

"En cuanto a la base de datos ilícita, se deberá retirar del mercado."

"tal como se ha reconocido ahora por los tribunales". A su juicio, la utilización en plural del término induce a pensar que la sentencia se dictó por la Audiencia Provincial.

"Con la confirmación de la sentencia civil de fraude"

"la base de datos que comercializa El Derecho es copia de las Bases de Datos de Aranzadi", "se recoge el aprovechamiento ilícito para intentar dotar de cualidades un producto claramente incompleto y de inferior calidad". Expresiones que no se contienen en la sentencia.

"Sin tener en cuenta que la gran parte de su contenido (al menos las sentencias de los años 1986 a 1989) provenían de las de Aranzadi."

"El Derecho tendrá que indemnizar a Aranzadi por los daños y perjuicios derivados de la comercialización de dicho producto". Condena que tampoco se contiene en la sentencia.

Se tiene noticia escrita de cuatro suscriptores de la demandante que remitieron a ésta misivas mostrando su inquietud por el contenido de la carta enviada por ARANZADI, manifestando uno de ellos su interés por causar baja, aunque no consta que finalmente la llevara a cabo.

Además de la carta indicada, se ha de tener en cuenta que días después la demandada elaboró otra misiva cuyo contenido era una fe de erratas en la que hacían las siguientes correcciones: "La sentencia, que no es firme, de 24 de julio de 2001...", "Sin tener en cuenta que la gran parte de su contenido (las sentencias de los años 1982 a 1993) provenían de las de Aranzadi."

TERCERO. - El análisis de los hechos antes descritos nos lleva a discrepar del pronunciamiento de la sentencia apelada.

En cuanto al acto de denigración. Contemplado éste en el artículo 9 LCD, que lo define como "la realización o difusión de manifestaciones sobre la actividad, las prestaciones, el establecimiento o las relaciones mercantiles de un tercero que sean aptas para menoscabar su crédito en el mercado, a no ser que sean exactas, verdaderas y pertinentes", precisa, en primer lugar, de un comportamiento activo del competidor dirigido a la "propagación a sabiendas de falsas aserciones contra un rival con objeto de perjudicarle comercialmente; es decir, actividad tendente a producir el descrédito del competidor o de su producto; o la difusión de aseveraciones falsas en su perjuicio", como lo ha definido la Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de abril de 2004. La exposición en la carta de datos falsos se aprecia con claridad en las siguientes frases: "La sentencia hecha firme el 26 de julio de 2001", "En cuanto a la base de datos ilícita, se deberá retirar del mercado.", "Con la confirmación de la sentencia civil de fraude", y ello es así porque la sentencia no era firme en el momento de remitir la carta, ni incluía entre los pronunciamiento de condena la retirada de la base de datos, sino a excluir de ella las resoluciones del Tribunal Supremo del periodo comprendido entre los años 1982 a 1993 hasta que acceda a las mismas de forma independiente, ni la sentencia puede calificarse como "civil de fraude" ni estaba confirmada. Ciertamente puede aceptarse que la rectificación posterior permita excluir la voluntad dolosa en la primera de las tres frases elegidas, pero no ocurre lo mismo en las otras dos, donde no hay corrección alguna. En éstas se refleja, por un lado, una condena inexistente y mucho más amplia de la real que lleva al lector la idea de una completa eliminación del mercado del producto suministrado por EL DERECHO EDITORES, pues no distingue, como sí hace la sentencia, que la obligación impuesta se limita a las sentencias del Tribunal Supremo, no a las de las Audiencias Provinciales, Tribunales Superiores de Justicia y Tribunal Constitucional, y sólo a un periodo de 12 años, de modo que puede seguir vendiendo la base de datos en todo aquello que no esté afectado por la proscripción. Y precisamente el hecho de haber enviado después una fe de erratas corrigiendo los posibles errores, pero donde no se hizo alusión alguna a esa frase, pone de relieve la voluntad de EDITORIAL ARANZADI de mantener la falsa aseveración en los mismos términos originales, falsedad de la que no podía dudar, tanto por tratarse de una sociedad completamente familiarizada con los términos jurídicos y el sentido de los pronunciamientos judiciales, como por haberse revisado cuando se elaboró la fe de erratas, y tras ese segundo análisis no podía caber duda del alcance de la condena, o al menos, si se reincidió en un error o ignorancia, no era excusable. Por tanto, no hay duda que en relación a la segunda de las frases indicadas hubo una aseveración falsa a sabiendas de un hecho perjudicial para EL DERECHO EDITORES, en cuanto se proporcionaba a los receptores de la carta la idea de la retirada total del producto.

Lo mismo decimos respecto a la frase "Con la confirmación de la sentencia civil de fraude", sobre todo porque no se aprovechó la oportunidad de la corrección de errores para aclarar el sentido o rectificar los términos empleados, sin duda imprecisos y ambiguos, imperfecciones que, si bien en otros ámbitos ajenos a la técnica jurídica pueden parecer una mera hipérbole intrascendente, no ocurre lo mismo cuando se dirige a suscriptores que conocen los tecnicismos y confían en el rigor de la terminología habitualmente empleada por EDITORIAL ARANZADI.

La frase "tal como se ha reconocido ahora por los tribunales", no puede obtener la misma calificación dada a las anteriores locuciones, pues el hecho de emplear en plural el término "tribunal" no lleva obligatoriamente a entender que se ha resuelto en las dos instancias, en cuanto se trata de una expresión común para aludir a decisiones tomadas en el ámbito judicial, aunque se trate de una sola.

Tampoco puede reputarse como acto de denigración la errónea referencia a la identificación del periodo de sentencias imitadas o copiadas que fundamentan la condena recogidas en la frase "Sin tener en cuenta que la gran parte de su contenido (al menos las sentencias de los años 1986 a 1989) provenían de las de Aranzadi.", pues la única intención mostrada en ella es aludir al objeto del pleito y al fundamento de la resolución, que, en definitiva, es la transposición de las sentencias de la base de datos de EDITORIAL ARANZADI a la de EL DERECHO EDITORES, y si por error se indicó un periodo distinto del realmente contemplado en la sentencia, carece de trascendencia alguna, sobre todo si se tiene en cuenta que el erróneo abarca un espacio temporal inferior al verdaderamente considerado.

Tampoco puede reputarse falsa la frase "El Derecho tendrá que indemnizar a Aranzadi por los daños y perjuicios derivados de la comercialización de dicho producto", pues es cierto que la sentencia del Juzgado nº 13 de Madrid contiene condena al pago de indemnización por daños y perjuicios, y la lectura de las bases sobre las que se acuerda fijar la cuantía, contenidas en la página 86 de la resolución, tienen marcada relación con la comercialización de la base de datos de EL DERECHO EDITORES, pues se fundamenta en la remuneración que EDITORIAL ARANZADI hubiera obtenido por autorizar a su competidora la reutilización de parte de su base de datos.

En cuanto a la frase "la base de datos que comercializa El Derecho es copia de las Bases de Datos de Aranzadi", supone un análisis propio que hace la remitente de la carta fundado en la calificación como acto de imitación desleal que se da en la sentencia del Juzgado nº 13 de Madrid a la transposición no autorizada de las sentencias de una base de datos a otra, de modo que no contiene intención denigratoria, sino meramente informativa.

Por último, respecto a la frase "se recoge el aprovechamiento ilícito para intentar dotar de cualidades un producto claramente incompleto y de inferior calidad", sí contiene también un acto de denigración, pues se indica que esas locuciones se recogen en la sentencia, y si bien puede aceptarse respecto a la utilización del término "aprovechamiento ilícito", en cuanto resulta evidente que la resolución judicial apreció un acto de tal naturaleza, ninguna mención hay en ella respecto a las calidades de las dos bases de datos, y menos una comparación para determinar cuál es mejor o peor, ni siquiera era el objeto de la contienda. La frase, además de contener una aseveración fundada en el propio interés del redactor, es maliciosa porque da a entender que se contiene en la resolución judicial, estando expresamente dirigida a divulgar entre los suscriptores, con el aval de una sentencia, una comparación de calidad inexistente, favorable a EDITORIAL ARANZADI y en perjuicio de EL DERECHO EDITORES.

Vemos, por tanto, que al menos tres frases tienen un contenido denigrante para el competidor al proporcionar datos falsos de forma consciente a los clientes de la demandada con la finalidad de transmitirles como noticia que con la victoria ante los tribunales de justicia se deja fuera del mercado la base de datos de un competidor de inferior calidad, difusión que es apta para menoscabar su crédito en aquél porque muchos de los suscriptores de la demandada son clientes también de la actora o pueden serlo, y, en todo caso, el respeto a la noticia y consideraciones de la carta se respalda con el notorio prestigio y reconocimiento de EDITORIAL ARANZADI en el ámbito de los profesionales del Derecho. Incurriendo, por tanto en la conducta prohibida por el artículo 9 LCD.

CUARTO. - En cuanto al acto de comparación desleal. La última de las frases estudiadas en el fundamento anterior, "se recoge el aprovechamiento ilícito para intentar dotar de cualidades un producto claramente incompleto y de inferior calidad", incurre también en la conducta prohibida en el artículo 10 LCD, pues no sólo se expone algo que no consta en la sentencia del Juzgado nº 13 de Madrid, sino que aprovecha para difundir entre clientes propios y posibles ajenos, alusiones infundadas a la peor calidad del producto del competidor sin concretar datos que permitan al consumidor contrastar su veracidad.

QUINTO. - Acciones de condena. Declarada la existencia de actos de competencia desleal, procede ahora decidir sobre el ámbito de la condena que se impone a la demandada derivada de tales actos. EL DERECHO EDITORES, al amparo de lo dispuesto en el artículo 18 LCD, ejercita las siguientes acciones de esa naturaleza contra EDITORIAL ARANZADI: 1) La de cesar y abstenerse de difundir o publicar por cualquier medio la carta circular; 2) remitir a los integrantes del colectivo de personas al que envió la carta, otra nueva con el tenor que la propia demandante redacta y transcribe en el petitum de su demanda, o con el que se estime más conveniente; 3) a indemnizar a EL DERECHO EDITORES en la cantidad de 60.000€ en concepto de indemnización por daños y perjuicios patrimoniales y morales causados; 4) a publicar a su costa la sentencia condenatoria en los periódicos EL PAÍS y ABC, o en otros de difusión en toda España.

La primera de las indicadas, amparada en el ordinal 2º del precepto señalado, debe incuestionablemente estimarse, pues es la única manera de evitar que se persista en la conducta ilícita o se reproduzca.

La segunda, autorizada por el ordinal 4º, constituye el mecanismo de reparación más inmediato y básico consistente en restablecer la verdad mediante la rectificación, de modo que puede considerarse inherente a supuestos como éste en el que el acto denigrante se produjo por propagar datos falsos e incorrectos, procediendo por ello estimar la pretensión de la demandante mandando la rectificación en los términos pedidos en su escrito de demanda, pues por la generalidad de los términos empleados únicamente se distinguen referencias a los actos de competencia desleal declarados en esta resolución.

La tercera y la cuarta de las peticiones, ambas incluidas en el ordinal 5º del artículo 18 LCD, se destinan a reparar el daño efectivo sufrido por el demandante. Sobre esta cuestión conviene tener en cuenta que la carta circular se propagó entre clientes de la demandada, y a ellos se dirige la rectificación contemplada en el párrafo anterior. Con esa rectificación se da a conocer a los posibles consumidores el reconocimiento por EDITORIAL ARANZADI de la incorrecta información suministrada con motivo de la sentencia dictada por el Juzgado de primera instancia nº 13 de Madrid, abarcando con ella todo el ámbito posible del daño moral causado en cuanto éste se ciñe al menoscabo del prestigio entre los profesionales del Derecho que recibieron la misiva, y no consta que ese perjuicio se haya extendido más allá de esas personas. Tampoco hay constancia sobre un perjuicio económico o patrimonial efectivo derivado de la circulación de la carta, ni siquiera se alude a él en la demanda, que se limita a indicar la cantidad de 60.000€ sin referir argumento alguno para fundarla. Por tanto, no consideramos probado un daño que merezca ser reparado con el pago de indemnización económica, siendo suficiente a tales efectos la rectificación que se manda y la publicación de la sentencia, una vez firme, con la que se facilita llevar la noticia a quienes de modo indirecto hubieran recibido la información distorsionada por la demandada.

SEXTO. - A la vista que la estimación parcial del recurso ha de llevar también a la estimación parcial de la demanda, no procede imponer el pago de las costas de la Primera Instancia a ninguna de las partes conforme a lo dispuesto en el artículo 394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Considerando lo dispuesto en el artículo 398 LEC, no procede condenar a ninguna de las partes por las causadas en esta alzada.

En virtud de la Potestad Jurisdiccional que nos viene conferida por la Soberanía Popular y en nombre de S.M. el Rey.

FALLAMOS

Que estimando parcialmente el recurso de apelación interpuesto por la Procuradora Sra. Ramírez Plaza, en nombre y representación de EL DERECHO EDITORES, S.A., contra la sentencia de fecha 13 de Junio de 2003 por el Juzgado de 1ª. Instancia n. 6 de los de Madrid en autos de juicio ordinario n. 1026/2001, debemos REVOCAR Y REVOCAMOS la expresada resolución y dictamos otra por la que ESTIMANDO PARCIALMENTE la demanda presentada por la expresada parte contra EDITORIAL ARANZADI, S.A., DECLARAMOS que la carta circular enviada por ésta a sus clientes constituye un acto de competencia desleal por denigración y comparación desleal contra EL DERECHO EDITORES, S.A, y CONDENAMOS a la referida de mandada a:

Cesar y abstenerse de difundir o publicar por cualquier medio la carta circular.

A remitir a los integrantes del colectivo de personas al que envió la carta, otra nueva con el tenor que la demandante redacta y transcribe en el petitum de su demanda.

A publicar a su costa la sentencia condenatoria en los periódicos EL PAÍS y ABC.

Se desestiman el resto de las pretensiones de condena instadas en la demanda. Todo ello sin expreso pronunciamiento en cuanto a las costas causadas en la primera instancia ni en esta alzada.

Notifíquese la presente resolución a las partes interesadas, haciéndoles saber que la misma puede ser susceptible de recurso de casación o de recurso extraordinario por infracción procesal, debiendo preparar cualquiera de ellos mediante escrito en el plazo de cinco días siguientes a la notificación ante esta Sala que la dicta.

Así, por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

PUBLICACION.- Firmada la anterior resolución es entregada en esta Secretaría para su notificación, dándose publicidad en legal forma, y se expide certificación literal de la misma para su unión al rollo. Certifico.

